
  

 

 

1 

 
 

 

2019_13699015 

 

Señora: 

MARÍA NANCY GARCÍA GARCÍA  
Magistrado del Tribunal Superior de Distrito Judicial de Cali 

E.     S.      D.   

 

REFERENCIA:  ORDINARIO LABORAL DE PRIMERA INSTANCIA 
ASUNTO:  ALEGATOS DE CONCLUSIÓN 
DEMANDANTE:  GIOVANNY GALVIS ARIAS C.C. 6436916 
DEMANDADO:  Administradora Colombiana de Pensiones-COLPENSIONES 
RADICACIÓN: 76001310501120190025301 
 

 
LINA MARÍA COLLAZOS COLLAZOS, abogada en ejercicio, identificada como aparece al pie 

de mi correspondiente firma, en mi calidad de apoderada sustituta de la Administradora 

Colombiana de Pensiones - en adelante COLPENSIONES -, cordialmente solicito al Despacho 

reconocerme personería para actuar en el presente proceso de acuerdo al poder de sustitución 

adjunto. Por lo que estando dentro de la oportunidad procesal, conforme a lo dispone el artículo 

15 del Decreto 806 del año 2020, de manera respetuosa me permito presentar alegatos de 

conclusión dentro del proceso de la referencia, con la finalidad que sean considerados en la 

instancia de alzada, de acuerdo a los siguientes: 

 

FUNDAMENTOS JURIDICOS  

 

Me permito ratificarme en los argumentos y en las actuaciones surtidas en la primera instancia 

dentro del proceso de la referencia.  

 

Adicional a ello, debe resaltarse que, los incrementos pensionales fueron previstos en el artículo 
21 del Acuerdo 049 de 1990, aprobado por el Decreto 758 de 1990; normatividad que fue objeto 
de derogatoria a partir de la entrada en vigencia de la ley 100 de 1993, esto es, a partir del 01 
de abril de 1994. Frente a lo anterior, cabe resaltar que, si bien el artículo 36 de la norma en cita 
consagró un Régimen de Transición, con el fin de salvaguardar las expectativas de derechos que, 
se pudieren ver trastocadas con la entrada en vigencia de la nueva norma, permitiendo así la 
aplicación ultractiva de Regímenes pensionales anteriores, tal posibilidad solo resulta predicable 
de los factores relativos a edad, semanas y monto de la pensión, y no a ningún otro beneficio 
adicional que hubieren consagrado legislaciones anteriores a la ley 100 de 1993, entre los cuales 
se encuentran los incrementos previstos en el artículo 21 del Decreto 758 de 1993. 
 
Frente al particular, la Administradora Colombiana de Pensiones-Colpensiones- mediante  Circular 
Interna No. 01 de 2012, profirió pronunciamiento sobre los incrementos pensiónales y al respecto 
considera que, los usuarios que tienen derecho a que se les aplique el régimen de transición 
consagrado en el artículo 36 de la ley 100 de 1993, y en tal virtud, pueden pensionarse con base 
en la edad, el tiempo de servicio, el número de semanas y el monto de pensión establecidos en 
el régimen anterior al cual se encontraban afiliados al momento de la entrada en vigencia del 
sistema general de pensiones , tal beneficios se  aplica exclusivamente respecto a los factores 
mencionados, sin que sea posible que dicho beneficio se extienda a factores diferentes y mucho 
menos a otras prestaciones. 
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Al respecto, la mencionada Circular señala:  

 

"Por su parte, los artículos 34 y 40 de la Ley 100 de 1993 que regularon los atinente a los monto que deben 

integrar las pensiones de vejez e invalidez respectivamente, nada dispusieron respecto a los incrementos 

que consagraba la legislación anterior, es decir, los artículos mencionados generaron una nueva regla con 

respecto al momento de dichas prestaciones, la cual rige a partir de la entrada en vigencia de la Ley 100 

de 1993 quedando derogada la regla anterior que consagraba una disposición diferente.(…)  

 

Ahora bien, con respecto a los usuarios que tienen derecho a que se les aplique el régimen de transición 

consagrado en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, y en tal virtud, pueden pensionarse con base en la 

edad, el tiempo de servicio, el número de semanas y el monto de pensión establecidos en el régimen 

anterior al cual se encontraban afiliados al momento de la entidad en vigencia del Sistema General de 

Pensiones, es necesario aclarar frente a la aplicación del Decreto 758 de 1990 que en efecto, el mismo se 

aplica exclusivamente respecto a los factores mencionados, sin que sea posible que dicho beneficio se 

extienda a factores diferentes y mucho menos a otras prestaciones, por lo que teniendo en cuenta que en 

los términos del artículo 22 del Decreto 758 de 1990 los incrementos son una prestación diferente a la 

pensión de vejez, tampoco es procedente concederla para los beneficios del régimen de transición."  

 

De otro lado, para el asunto particular resulta relevante traer a colación lo expresado en 
sentencia de Unificación 140 DE 2019, proferida por la Honorable Corte Constitucional, 
respecto a la vigencia de los Incrementos pensionales. Frente a lo cual resulta menester señalar 
que, los mismos sufrieron una derogatoria orgánica con la entrada en vigencia del nuevo sistema 
general de seguridad social, sistema que en ninguna de sus partes consagró la posibilidad de 
efectuar beneficios de incrementos en los términos señalados por el artículo 21 del Decreto 758 
de 1990. Razón por la cual resulta improcedente cualquier pretensión encaminada a obtener el 
reconocimiento de los mismos, salvo que el derecho pensional se rija de manera directa, y no 
en aplicación del Régimen de Transición, por la norma derogada. En tal sentido la Honorable 
Corte Constitucional señaló: 
 
 

“(…) Lo recién expuesto, particularmente en tratándose de la subsistencia de la eficacia 

del artículo 21 del Decreto 758 de1990 por virtud del derecho de conservar los derechos 

adquiridos, explica por qué lo sostenido en la anulada Sentencia SU-310 de 2017 y recién 

transcrito bajo el numeral 5.4 supra constituye un falso dilema.  Ciertamente, contrario 

a lo que se sugirió en dicha providencia, es perfectamente armonioso que aunque los 

incrementos de que trató el referido artículo 21 no tuvieran naturaleza pensional, los 

derechos a tales hubieren subsistido mientras perduraran las causas que les dieron 

origen; todo ello bajo el entendido de que los referidos derechos nacieron (y por ende, 

tienen la vocación de subsistir) mientras su fuente jurídica estuvo vigente dentro del 

ordenamiento. Situación distinta es la de quienes, sin pensionarse vinieren cotizando al 

antiguo sistema pensional pero no alcanzaron a pensionarse bajo el mismo, 

independientemente si para éste último momento tuvieren o no un cónyuge o 

compañero(a) permanente y/o hijo que dependiera económicamente de aquel.  

 

Lo señalado es razón suficiente para negar la existencia de la duda que es requisito sine 

qua non para la aplicación del principio indubio pro operario. En efecto, por una parte, 

aun cuando es cierto que tal principio ha servido para resolver problemas jurídicos que 

involucran derechos pensionales1,recuérdese que los incrementos previstos por el 

artículo 21. 
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Los incrementos del Decreto 758 de 1990 carecen, por disposición expresa de la ley, de 

cualquier naturaleza pensional. Y, por otra parte, las disposiciones que incluyó el Acto 

Legislativo 01 de 2005 sobre el artículo 48 superior no permiten pensar en siquiera la 

remota posibilidad de aplicar los incrementos pensionales que previó el artículo 21 del 

Decreto 758 de 1990 sobre cualquier pensión que se hubiera causado después de 

expedida la Ley 100 de 1993. Sobre este último particular la Corte se remite a lo señalado 

bajo los numerales 3.3. y 4 supra de las consideraciones de esta providencia(…)”.  

 

“(…)La Corte encuentra que, en defecto de la derogatoria orgánica explicada bajo el 

numeral supra 3.2., la expedición del Acto Legislativo 01 de 2005 habría expulsado del 

ordenamiento al artículo 21 del Decreto 758 de 1990 por vía de su derogación tácita en 

estricto sentido. Justamente, como se acaba de explicar, los incrementos del artículo legal 

atrás mencionado son evidentemente incompatibles con una norma constitucional que, 

por una parte, restringe los beneficios pensionales a aquellos que cohabitan al interior del 

sistema pensional previsto integralmente por la Ley 100 y demás normas posteriores y 

concordantes; y por otra parte, prohíbe que su reconocimiento implique una alteración en 

la correspondencia que debe existir entre el monto pensional asignado y los factores que 

se utilizaron para cotizar al correspondiente sistema pensional.”   

Para el caso concreto, es preciso resaltar que, si bien es cierto, la pensión del accionante fue 

concedida en aplicación del acuerdo 049 de 1990, no es menos cierto que dicho derecho fue 

concedido por virtud de la aplicación del régimen de transición previsto por el artículo 36 de la ley 

100 de 1993; por lo que al haberse causado el derecho pensional a partir del año 2012, esto es 

con posterioridad a la entrada en vigencia del nuevo sistema general de seguridad social en 

pensiones, resulta a todas luces improcedente el reconocimiento del incremento pensional de 

deprecado, como quiera que el artículo 21 del Decreto 758 de 1990 fue objeto de derogatoria.  

Por lo anterior, de manera atenta y respetuosa solicito al Honorable Tribunal Superior de Distrito 

Judicial de Cali, absolver a mi representada.  

ANEXOS 

1. poder general otorgado mediante la escritura pública No. 3373 del 03 de septiembre de 

2019 de la Notaria novena (09) del Circulo de Bogotá.  

2. Sustitución. 

 

NOTIFICACIONES 

 
La suscrita recibirá notificaciones en la secretaría de su Despacho, o en la Calle 5 oeste No. 27-

25 Tel: 8889161-64 de Cali. 

Respetuosamente; 

 
LINA MARIA COLLAZOS COLLAZOS  

C.C. 1.144.142.143 de Cali 

T.P. 253.855 del C.S. de la Judicatura 
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Señora: 

MARÍA NANCY GARCÍA GARCÍA  
Magistrado del Tribunal Superior de Distrito Judicial de Cali 

E.     S.      D.   

 

REFERENCIA:  ORDINARIO LABORAL DE PRIMERA INSTANCIA 
ASUNTO:  PODER 
DEMANDANTE:  GIOVANNY GALVIS ARIAS C.C. 6436916 
DEMANDADO:  Administradora Colombiana de Pensiones-COLPENSIONES 
RADICACIÓN: 76001310501120190025301 
 
 
 
MARIA JULIANA MEJIA GIRALDO, identificada con la cedula de ciudadanía No. 1.144.041.976 
de Cali (Valle), en mi calidad de representante legal suplente de la firma MEJIA Y ASOCIADOS 
ABOGADOS ESPECIALIZADOS S.A.S., bajo el NIT 805.017.300-1 sociedad con domicilio 
principal la ciudad de Cali constituida mediante escritura pública No. 1297 del 04 de julio de 2010 
de la Notaria Cuarta (04) de Cali  inscrita en cámara y comercio el 06 de julio de 2015 con el No 
9038 del Libro IX y reformada mediante escritura pública 2082 del 08 de junio de 2015 de la 
Notaria cuarta (04) de Cali inscrita en cámara y comercio el 02 de julio de 2015 con el No. 9038 
del libro IX, actuando en nombre y representación de la Administradora Colombiana de Pensiones-
Colpensiones para realizar las actuaciones necesarias para la defensa jurídica de esta Entidad 
dentro del proceso del asunto, mediante poder general otorgado mediante la escritura pública No. 
3373 del 03 de septiembre de 2019 de la Notaria novena (09) del Circulo de Bogotá. 
 

A su vez, manifiesto que a través del presente escrito SUSTITUYO poder a la abogada LINA 
MARIA COLLAZOS COLLAZOS, identificada con cédula de ciudadanía No. 
1.144.142.143 de Cali, abogada titulada y en ejercicio, portadora de la Tarjeta Profesional 
253.855 del Consejo Superior de la Judicatura; la apoderada queda facultada para la 

presentación de alegatos de conclusión dentro del proceso de la referencia.  
 

En consecuencia, sírvase reconocer personería a la abogada LINA MARIA COLLAZOS 
COLLAZOS, en los términos del presente mandato. 

 
Renuncio a término de notificación y ejecutoria del auto favorable. 
 
De usted, respetuosamente, 

 

MARIA JULIANA MEJIA GIRALDO 
C.C. No. 1.144.041.976 de Cali 
T.P. No. 258.258 del C. S. J. 
 
 
 
 

 Acepto, 
 

 
LINA MARIA COLLAZOS COLLAZOS  

C.C. 1.144.142.143 de Cali 

T.P. 253.855 del C.S. de la Judicatura 
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